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4. OBLIGACIONES DEL ESTADO

En este apartado se reseñarán aspectos específicos relativos a las obligaciones generales en casos que involucran 
a pueblos indígenas y tribales.

4.1. Obligación de respetar y garantizar los derechos sin discriminación 

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010 

183. Respecto de lo alegado por los representantes y la Comisión en cuanto a la discriminación en el acceso a la 
justicia en perjuicio de la señora Rosendo Cantú, la Corte observa que los representantes consideraron que 
se violaron sus derechos a la igualdad y a la no discriminación en el acceso a la justicia, establecidos en los 
artículos 8, 25, 24 y 1.1 de la Convención Americana, mientras que la Comisión sólo alegó el incumplimiento 
de este último precepto con las respectivas normas sustantivas. Al respecto, la Corte recuerda que la obligación 
general del artículo 1.1 se refiere al deber del Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos 
contenidos en la Convención Americana, mientras que el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la 
ley”. En otras palabras, si se alega que un Estado discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, 
el hecho debe ser analizado bajo el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión. Si por el contrario la alegada 
discriminación se refiere a una protección desigual de la ley interna, el hecho debe examinarse bajo el artículo 
24 de la misma. Por ello, la alegada discriminación en el acceso a la justicia derivada de los artículos 8 y 25, debe 
ser analizada bajo el deber genérico de respetar y garantizar los derechos convencionales sin discriminación, 
reconocidos por el artículo 1.1 de la Convención. 

184. Como lo ha establecido en otras ocasiones este Tribunal, y conforme al principio de no discriminación 
consagrado en el artículo 1.1 de la Convención Americana, para garantizar el acceso a la justicia de los miembros 
de comunidades indígenas, “es indispensable que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en 
cuenta sus particularidades propias, sus características económicas y sociales, así como su situación de especial 
vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres”  . Además, el Tribunal ha señalado 
que “los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto” .

185. La Corte consideró probado que la señora Rosendo Cantú no contó con un intérprete provisto por el Estado 
cuando requirió atención médica, ni cuando presentó su denuncia inicial, ni tampoco recibió en su idioma 
información sobre las actuaciones derivadas de su denuncia. Para poder poner en conocimiento de las 
autoridades el delito que la había afectado y acceder a información debió recurrir a su esposo que hablaba 
español. Por otra parte, en ocasiones posteriores que convocó a la víctima, el Estado dispuso la presencia de 
un intérprete y además informó que se encontraba implementando un programa de formación de intérpretes 
indígenas en Guerrero. La Corte valora positivamente ambas medidas adoptadas por México. Sin embargo, 
la imposibilidad de denunciar y recibir información en su idioma en los momentos iniciales implicó, en el 
presente caso, un trato que no tomó en cuenta la situación de vulnerabilidad de la señora Rosendo Cantú, 
basada en su idioma y etnicidad, implicando un menoscabo de hecho injustificado en su derecho de acceder 
a la justicia. Con base en lo anterior, la Corte considera que el Estado incumplió su obligación de garantizar, 
sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia en los términos de los artículos 8.1 y 25 de la Convención 
Americana, en relación el artículo 1.1 del mismo instrumento. 

4.2. Obligación de adecuar la normativa interna

Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001

137. Como ya fue señalado, en este caso Nicaragua no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno que 
permitan la delimitación, demarcación y la titulación de las tierras de comunidades indígenas y no se ciñó a un 
plazo razonable para la tramitación de los recursos de amparo interpuestos por los miembros de la Comunidad 
Awas Tingni.  
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138. La Corte considera que es necesario hacer efectivos los derechos reconocidos en la Constitución Política y en 
la legislación nicaragüense, de conformidad con la Convención Americana.  En consecuencia, el Estado debe 
adoptar en su derecho interno, de conformidad con el artículo 2 de la Convención Americana, las medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro carácter que sean necesarias para crear un mecanismo efectivo 
de delimitación, demarcación y titulación de la propiedad de los miembros de la Comunidad Mayagna Awas 
Tingni, acorde con el derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres de ésta.

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005

100. El artículo 2 de la Convención Americana obliga a los Estados Partes a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades protegidos por la misma Convención. Es necesario 
reafirmar que la obligación de adaptar la legislación interna es, por su propia naturaleza, una de resultado.  
En el mismo sentido: Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012, párr. 221; Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá 
de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 14 de octubre de 2014, párr. 192.

101. La Corte ha señalado en otras oportunidades que esta norma impone a los Estados Partes la obligación 
general de adecuar su derecho interno a las normas de la propia Convención, para garantizar así los derechos 
consagrados en ésta.  Las disposiciones de derecho interno que sirvan a este fin han de ser efectivas (principio 
del effet utile), lo que significa que el Estado debe adoptar todas las medidas necesarias para que lo establecido 
en la Convención sea realmente cumplido. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa 
Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 110.

102. De conformidad con el artículo 2 de la Convención deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco 
del sistema jurídico nacional para procesar las reivindicaciones de tierras de los pueblos indígenas interesados.  
Los Estados deberán establecer dichos procedimientos a fin de resolver los reclamos de modo que estos 
pueblos tengan una posibilidad real de devolución de sus tierras.  Para ello, la obligación general de garantía 
establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado impone a los Estados el deber de asegurar que los trámites de 
esos procedimientos sean accesibles y simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condiciones técnicas 
y materiales necesarias para dar oportuna respuesta a las solicitudes que se les hagan en el marco de dichos 
procedimientos. En el mismo sentido: Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, párr. 109.

103. En el presente caso, el Paraguay no ha adoptado las medidas adecuadas de derecho interno necesarias para 
asegurar un procedimiento efectivo que dé una solución definitiva a la reclamación planteada por los miembros 
de la Comunidad Yakye Axa, en los términos del párrafo anterior. En el mismo sentido: Caso Comunidad 
Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, 
párr. 111.

104. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte considera que el procedimiento legal de reivindicación de tierras 
instaurado por los miembros de la Comunidad Yakye Axa desconoció el principio del plazo razonable y se 
mostró abiertamente inefectivo, todo ello en violación de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en 
concordancia con los artículos 1.1 y 2 de la misma.

Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de junio de 2012

222. A pesar de que, en los términos referidos, el Estado estaba en la obligación de consultar al Pueblo Sarayaku, no 
le consta a la Corte que hasta el 9 de diciembre de 2002 el Estado contara con un Reglamento detallado sobre 
consulta previa en el cual se establecieran claramente, inter alia, el momento en que debe hacerse la consulta, 
el objeto de la misma, los sujetos de la consulta, las fases del desarrollo de actividades en las que procede el 
proceso de consulta previa de ejecución, la formalización de resoluciones en la consulta o las compensaciones 
por los perjuicios socio-ambientales que se causen en el desarrollo de actividades de explotación de recursos 
naturales, en particular, hidrocarburíferos. En cualquier caso, ese Reglamento de Consulta de Actividades 
Hidrocarburíferas de 2002, que tampoco tuvo impacto en este caso, habría sido derogado posteriormente en 
abril de 2008 por el Reglamento de Aplicación de los Mecanismos de Participación Social, establecidos en la 
Ley de Gestión Ambiental, Decreto No. 1040, el cual no prevé específicamente mecanismos de consulta, según 
fue alegado y no fue controvertido por el Estado.
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223. Además de lo anterior, la Corte constata que el Estado alegó que se encontraba “en pleno proceso de adopción 
de medidas legislativas para armonización constitucional” y que en “el período de transición establecido en la 
propia Constitución de […]2008 se marcaron con prioridad los paquetes legislativos que debían aprobarse”. 
Es decir, el Estado reconoce que hasta el momento de su contestación en este caso, no contaría con normas 
reglamentarias de armonización constitucional que permitan hacer efectivas la normatividad interna en materia 
de consulta previa. 

224. Por tanto, la Corte concluye que si bien la Comisión o los representantes no aclararon por qué motivo la falta 
de reglamentación anterior a diciembre de 2002 constituyó un obstáculo real para que se hiciera efectivo el 
derecho a la consulta previa del Pueblo Sarayaku, el mismo Estado reconoció que se encontraba actualmente en 
un período de transición para adecuar su normatividad reglamentaria y legislativa a los efectos de efectivizar el 
derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas del Ecuador. 

225. Del mismo modo, la Corte observa que el Estado alegó que “el artículo 2 de la Convención Americana […] 
se refiere no solo a las disposiciones normativas sino también a medidas de otro carácter […], en las cuales se 
pueden agrupar las de carácter institucional, económico y de otro tipo que se logren en conjunto, vale decir y 
como lo manifestó en varias ocasiones la Corte Interamericana […], de forma integral” y que la “jurisprudencia 
del […] Tribunal Interamericano […] al determinar estas otras medidas, ha prefijado que no se tratan de las 
meramente administrativas o judiciales, que solamente se enmarcan en los deberes de respeto y garantía a 
las que se refiere el artículo 1.1. de la CADH, y no dentro del contexto del artículo 2 [de la Convención]. Este 
particular puede verificarse incluso en los Estados que responden al sistema del common law, porque en este 
sistema lo que crea derecho general no es el acto jurisdiccional, sino la potestad normativa de los tribunales”. 

226. En relación con este alegato, si bien podría compartirse en términos generales lo planteado por el Estado, la 
Corte observa que éste no se refirió a ningún otro mecanismo u “otras medidas” en particular que permitan 
inferir que la falta de reglamentación del derecho a la consulta previa contenido en la normativa interna e 
internacional aplicable al Ecuador no constituyera un obstáculo para la efectividad del mismo en este caso. 

227. Por todo lo anterior, este Tribunal considera que el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación 
de adoptar disposiciones de derecho interno, contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación 
con las violaciones declaradas de los derechos a la consulta, a la identidad cultural y a la propiedad.

Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014

155. Asimismo, también se ha señalado que era indudable que al menos desde la fecha del reconocimiento de la 
competencia contenciosa de la Corte, el Estado tenía una obligación internacional de delimitar, demarcar y 
titular las tierras alternativas a favor de los pueblos Kuna y Emberá a fines de garantizar el goce efectivo de éstas 
[…]. 

156. Con respecto a la problemática en torno a las normas que permiten la titulación, consta en la prueba que la 
práctica de Panamá era la titulación mediante la creación de comarcas indígenas por medio de leyes específicas 
para el caso, sin que existiera una normativa interna genérica mediante la cual se estableciera un procedimiento 
de titulación de tierras indígenas como propiedad colectiva. En consecuencia, la titulación no dependía de una 
decisión de una entidad administrativo o judicial que resuelva una solicitud en nombre de una comunidad, 
mediante un procedimiento preestablecido. Por el contrario, consta que el único mecanismo existente en ese 
período era la promulgación de leyes, que en la práctica no resultó efectivo para la pronta titulación de las 
tierras en posesión de los Kuna y de los Emberá.

157. En consecuencia, el Estado es responsable por una violación del artículo 2 en relación con 21, 8 y 25, de la 
Convención Americana por no haber dispuesto a nivel interno normas que permitan la delimitación, demarcación 
y titulación de tierras colectivas anteriormente al año 2008, en perjuicio de los Kuna de Madungandí y Emberá 
de Bayaho y sus miembros.

159. Al respecto, la Corte constata que la Ley 72 y el Decreto Ejecutivo N° 223 establecen un procedimiento de 
titulación de la propiedad colectiva de tierras de los pueblos indígenas. En relación con la delimitación, la Ley 
se refiere a un plano del área que debe acompañar la solicitud de los peticionarios y menciona que “[e]l Estado 
destinará los fondos necesarios para la delimitación de las tierras colectivas que se otorguen en cumplimiento 
de la presente Ley”. Por otro lado, el Decreto N° 223 se refiere a que el peticionario tiene que adjuntar a su 
solicitud de titulación un plan del área y que la “localización” será verificada por el órgano competente. 
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160. Por lo tanto, y tomando en cuenta lo anterior, la Corte constata que, aunque la Ley 72 establece específicamente un 
procedimiento para obtener la titulación de tierras, también hace referencia a la delimitación y “la localización” 
del área. En consecuencia, el Tribunal considera que el Estado no es responsable por la violación al artículo 2, 
en relación con 21, 8 y 25 de la Convención en perjuicio del Pueblo Kuna de Madungandí y las Comunidades 
Emberá Ipetí y Piriatí de Bayano y sus respectivos miembros, en relación con la legislación actualmente vigente 
para delimitar, demarcar y titular las tierras indígenas.  

193. En el presente caso, con respecto a la alegada violación de la obligación de adoptar disposiciones de derecho 
interno para la protección de los territorios indígenas frente a terceros, la Corte constata que la misma se 
sustentaría con base en los siguientes puntos: a) la inexistencia de un procedimiento o tipo penal especial 
dentro de la legislación panameña para tratar el tema de las invasiones de tierras indígenas por terceros, y  
b) la inexistencia - hasta la actualidad – de una autoridad competente para atender la problemática de invasión 
de colonos.

194. En cuanto al primer punto, no consta que existiría en el ordenamiento jurídico de Panamá un procedimiento 
específico para el lanzamiento de terceros ocupantes de territorios colectivos de las comunidades indígenas. 
Sin mengua de lo anterior, también es cierto que fue alegado y probado por parte de los representantes y la 
Comisión, que varias acciones de desalojo o acciones penales contra terceros ocupantes habrían sido incoadas 
por parte de representantes de las Comunidades Kuna de Madungandí […]. Consta asimismo, que algunos de 
esos procedimientos resultaron en decisiones judiciales favorables a las presuntas víctimas […]. 

195. La Corte nota, que las acciones referidas fueron iniciadas en el marco de las jurisdicciones penales y 
administrativas por parte de representantes de las Comunidades indígenas. Del mismo modo, el Tribunal 
constata que no fueron presentados alegatos o pruebas que permitan concluir que las acciones generales 
previstas en el ordenamiento jurídico panameño para el lanzamiento de terceros o para el procesamiento de 
los que realizaran ciertas acciones ilegales en territorios indígenas no son idóneas para cumplir con el fin 
perseguido por parte de las Comunidades o por qué el diseño normativo de las acciones generales o comunes 
incoadas por los peticionarios no es idóneo para producir el mismo resultado que un recurso específico previsto 
para los territorios colectivos de las comunidades indígenas. 

196. Por otra parte, los representantes y la Comisión tampoco explicaron por qué motivos los tipos penales ya 
existentes no permiten proteger los derechos de los pueblos indígenas con la misma eficacia, y de qué manera la 
falta de un procedimiento o tipo penal específico se tradujo en una afectación a los derechos de las comunidades 
en el caso concreto. 

197. Con respecto al segundo punto, el Tribunal constata que los representantes y la Comisión no indicaron con 
precisión de qué forma la falta de una autoridad competente para atender la problemática de invasión de colonos 
configuró una afectación a los derechos de las comunidades en el presente caso. Por el contrario, los alegatos 
presentados indican que fueron presentadas acciones a nivel interno, y que sería la falta de debida diligencia de 
las autoridades que habría redundado en la inefectividad de las mismas y no el diseño de la normatividad. 

198. Por las consideraciones anteriores, la Corte considera que no se demostró la existencia de un incumplimiento 
por parte del Estado de su deber de adoptar disposiciones de derecho interno o de cualquier otro carácter, 
contenido en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con el artículo 8.1 del mismo instrumento 
en perjuicio del Pueblo Kuna de Madungandí y de las Comunidades Emberá de Bayano y sus miembros 
respectivamente. 

Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015

207. En vista de los alegatos de las partes, la Corte constata que tanto la Comisión como los representantes se 
limitaron a señalar de manera somera y general algunas disposiciones que, según su dicho, pudieran resultar 
contrarias a la Convención sin haber desarrollado una mayor argumentación aplicable para el presente caso. 
Sin perjuicio de lo anterior, dichos alegatos tendrían relación con dos momentos: a) la legislación vigente al 
momento de la entrega de los títulos, y b) la legislación actual. 

208. Respecto de la primera, la Corte nota que el artículo 346 de la Constitución de Honduras establecía la protección 
de los derechos e intereses de las comunidades indígenas, especialmente de las tierras y bosques donde se 
encuentran asentadas. No obstante, de la normativa regulatoria vigente a ese momento, particularmente de 
la Ley para la Modernización y Desarrollo del sector Agrícola, no se desprende ninguna norma sustantiva 
específica que regule textualmente la protección de las tierras colectivas indígenas frente invasiones de terceros. 
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209. Sin embargo, cabe destacar que en el título de ampliación, entre otras disposiciones, se hizo alusión expresa al 
artículo 14 del Convenio 169 de la OIT que dispone el deber del Estado de tomar medidas para salvaguardar el 
derecho de los pueblos indígenas para utilizar sus tierras “que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero 
que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia” […]. Por tanto, 
el Tribunal estima que, siendo que la controversia radica principalmente sobre este segundo título, las alusiones 
expresas del artículo 346 constitucional, de obligaciones internacionales como el artículo 14 del Convenio 169 
de la OIT, así como la configuración de las Comisiones Interinstitucionales Ad-hoc, representaban suficiente 
marco de protección para que el Estado, en el presente caso, protegiera y garantizara el derecho de propiedad 
de la Comunidad de Punta Piedra. Por ello, no se demostró que se configuraría un incumplimiento por parte 
del Estado en relación con la normativa sustantiva vigente en ese momento, en relación con el artículo 2 de la 
Convención para efectos del presente caso.

210. Respecto de la legislación actualmente vigente, la Corte toma nota que adicionalmente al mandato constitucional 
previamente señalado, la Ley de Propiedad de 2004 y su reglamento, reconocen expresamente el régimen 
comunal de las tierras indígenas con el carácter de inalienable, inembargable e imprescriptible, así como la 
importancia que para las culturas y valores espirituales reviste su relación con las tierras. Asimismo, Honduras 
ratificó en 1994 el Convenio 169 de la OIT, el cual entró en vigencia en 1995, y votó a favor de la Declaración de 
UN sobre Pueblos Indígenas en la Asamblea General de la ONU en 2007. No obstante, si bien, los representantes 
y la Comisión señalaron algunos artículos de la Ley de Propiedad que podrían presentar ambigüedades o 
inconsistencias, la Corte nota que ninguna disposición de dicha normativa ha sido aplicada al caso concreto, 
por lo que no corresponde un pronunciamiento en abstracto. Además, la Corte advierte que no se pronunciará 
respecto del alegato de los representantes y la Comisión sobre la falta de consulta de la Ley de Propiedad y su 
supuesta “socialización”, siendo que no se brindó argumentación suficiente ni pruebas al respecto. 

211. En vista de lo anterior, el Tribunal considera que no cuenta con elementos concretos y consistentes para analizar 
la supuesta incompatibilidad de dicha normativa, por lo que, para efectos del presente caso, no se demostró una 
violación directa por parte de la legislación sustantiva aplicable en la materia, en relación con el artículo 2 de 
la Convención Americana, en conexión con los artículos 1.1 y 21 de la misma. Sin embargo, la Corte advierte 
la relevancia de la debida interpretación de la legislación y aplicación del control de convencionalidad, a la luz 
de la jurisprudencia de la Corte y estándares internacionales aplicables, a fin de garantizar los derechos de la 
propiedad colectiva indígena y tribal.  

Caso Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 08 de octubre de 2015

199. En consecuencia, se desprende de lo anterior que en lo que concierne al período previo a la adopción de 
la Ley de Propiedad de 2004, el Estado es responsable por el incumplimiento de su obligación de adoptar 
disposiciones de derecho interno, contenida en el artículo 2 de la Convención Americana, en relación con 
la violación declarada de los derechos a la consulta y a la propiedad, en perjuicio de la Comunidad Garífuna 
Triunfo de la Cruz y sus miembros, por la ausencia de normatividad o de práctica adecuada para hacer efectivo 
el procedimiento de la consulta al momento de los hechos, la cual se tradujo en las violaciones constatadas en 
el capítulo correspondiente de esta Sentencia.

200. Con respecto al período posterior al año 2004, puesto que la referida normatividad no fue aplicada a hechos 
del caso, ni tampoco podría haberlo sido en razón del momento histórico en que acontecieron los mismos, la 
Corte no se pronuncia sobre la alegada responsabilidad del Estado por la supuesta violación del artículo 2 de la 
Convención, en relación con los artículos 1.1, 21, 8 y 25 de la misma.

4.3. Medidas de protección especiales para niños y ancianos indígenas

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de 
junio de 2005. Serie C No. 125.

172. La Corte no puede dejar de señalar la especial gravedad que reviste la situación de los niños y los ancianos de 
la Comunidad Yakye Axa. En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que en materia de derecho 
a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones señaladas para toda persona, la obligación 
adicional de promover las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de la Convención Americana.  
Por una parte, debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar 
medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño.  En el presente caso, el Estado tiene 
la obligación, inter alia, de proveer a los niños de la Comunidad de la condiciones básicas orientadas a asegurar 
que la situación de vulnerabilidad en que se encuentra su Comunidad por la falta de territorio, no limitará su 
desarrollo o destruirá sus proyectos de vida. 
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175. En lo que se refiere a la especial consideración que merecen las personas de edad avanzada, es importante que 
el Estado adopte medidas destinadas a mantener su funcionalidad y autonomía, garantizando el derecho a una 
alimentación adecuada acceso a agua limpia y a atención de salud. En particular, el Estado debe atender a los 
ancianos con enfermedades crónicas y en fase terminal, ahorrándoles sufrimientos evitables.  En este caso, se 
debe tomar en consideración que en la Comunidad indígena Yakye Axa la transmisión oral de la cultura a las 
nuevas generaciones está a cargo principalmente de los ancianos […].

Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de marzo de 2006. Serie C No. 146

177. En materia de derecho a la vida de los niños, el Estado tiene, además de las obligaciones señaladas para toda 
persona, la obligación adicional de promover las medidas de protección a las que se refiere el artículo 19 de 
la Convención Americana, el cual dispone que: “[t]odo niño tiene derecho a las medidas de protección que 
su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. Así, por una parte, 
el Estado debe asumir su posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar 
medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño. Lo anterior no puede desligarse de 
la situación igualmente vulnerable de las mujeres embarazadas de la Comunidad. Los Estados deben prestar 
especial atención y cuidado a la protección de este grupo y adoptar medidas especiales que garanticen a las 
madres, en especial durante la gestación, el parto y el período de lactancia, el acceso a servicios adecuados de 
atención médica.

Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212

167. Este Tribunal observa que la desintegración familiar repercutió de manera notable en la condición de los 
menores. Dadas las particularidades del caso sub judice, la Corte estima importante señalar las medidas 
especiales de protección que deben adoptar los Estados a favor de los niños indígenas. El Tribunal advierte 
que los Estados, además de las obligaciones que deben garantizar a toda persona bajo su jurisdicción, deben 
cumplir con una obligación adicional y complementaria definida en el artículo 30  de la Convención sobre los 
Derechos del Niño , la cual dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana, y que consiste en la 
obligación de promover y proteger el derecho de los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, 
su propia religión y su propio idioma . 

170. Por lo tanto, en razón de que los entonces niños indígenas Eliseo, Estermerio y María Rosaura, todos de apellidos 
Chitay Rodríguez se vieron privados de su vida cultural, esta Corte considera que el Estado es responsable de la 
violación del artículo 19 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en su perjuicio. 

Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
agosto de 2010

261. Con respecto a la identidad cultural de los niños y niñas de comunidades indígenas, el Tribunal advierte que el 
artículo 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño  establece una obligación adicional y complementaria 
que dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana, y que consiste en la obligación de promover 
y proteger el derecho de los niños indígenas a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su 
propio idioma. 

262. Asimismo, este Tribunal estima que dentro de la obligación general de los Estados de promover y proteger la 
diversidad cultural se desprende la obligación especial de garantizar el derecho a la vida cultural de los niños 
indígenas. 

263. En ese sentido, la Corte considera que la pérdida de prácticas tradicionales, como los ritos de iniciación 
femenina o masculina y las lenguas de la Comunidad, y los perjuicios derivados de la falta de territorio, afectan 
en forma particular el desarrollo e identidad cultural de los niños y niñas de la Comunidad, quienes no podrán 
siquiera desarrollar esa especial relación con su territorio tradicional y esa particular forma de vida propia de 
su cultura si no se implementan las medidas necesarias para garantizar el disfrute de estos derechos. 

264. En virtud de todas las consideraciones previas, el Tribunal considera que el Estado no ha adoptado las medidas de 
protección necesarias a favor de todos los niños y niñas de la Comunidad, en violación del derecho consagrado 
en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.
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Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250

142. Por otro lado, el artículo 19 de la Convención Americana establece que “[t]odo niño tiene derecho a las medidas 
de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. A 
criterio de la Corte, “esta disposición debe entenderse como un derecho adicional, complementario, que el 
tratado establece para seres que por su desarrollo físico y emocional necesitan de protección especial”66. Por 
lo tanto, el Estado debe asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe 
tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño. Este principio se fundamenta 
en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y las niñas, y en la necesidad 
de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades. En tal sentido, el Estado 
debe prestar especial atención a las necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición 
particular de vulnerabilidad. Asimismo, la Corte ha afirmado reiteradamente que “tanto la Convención 
Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de un muy comprensivo corpus 
juris internacional de protección de los niños que debe servir […] para fijar el contenido y los alcances de la 
disposición general definida en el artículo 19 de la Convención Americana”67.

143. De este modo, la Corte considera importante señalar que, entre las medidas especiales de protección que 
deben adoptar los Estados a favor de los niños indígenas, se encuentra la de promover y proteger el derecho 
de éstos a vivir de acuerdo con su propia cultura, su propia religión y su propio idioma , obligación adicional y 
complementaria definida en el artículo 30  de la Convención sobre los Derechos del Niño , de la que Guatemala 
es Parte desde el 6 de junio de 1990, y la cual dota de contenido al artículo 19 de la Convención Americana. 
Además, en la Observación General No. 11, el Comité de los Derechos del Niño consideró que “[e]l ejercicio 
efectivo de [los derechos de los niños indígenas] a la cultura, a la religión y al idioma constituyen unos cimientos 
esenciales de un Estado culturalmente diverso’’ , y que este derecho constituye un importante reconocimiento 
de las tradiciones y los valores colectivos de las culturas indígenas . 

144. En casos anteriores, esta Corte ha sostenido que el desarrollo del niño es un concepto holístico que abarca el 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social. Para el desarrollo pleno y armonioso de su 
personalidad, los niños indígenas, de acuerdo con su cosmovisión, preferiblemente requieren formarse y crecer 
dentro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una identidad distintiva que los vincula con su tierra, 
cultura, religión, e idioma.

66 Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párrs. 53, 54 y 60.
67 Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 194, y 

Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. Serie C No. 242, párr. 137.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/zsUKpo


	Button 92: 
	Button 93: 
	Button 94: 
	Button 95: 
	Button 96: 
	Button 97: 
	Button 98: 


